
UNA CONTROVERSIA SOBRE LA COMPETENCIA
DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

SUMARIO: I. Antecedentes. II. Posición del Estado. III.  Sentencia
de la Corte sobre su competencia en los casos cuestionados.

I. ANTECEDENTES

Recientemente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió
dos sentencias que generaron una controversia de gran relevancia. Aqué-
llas suscitaron ciertas decisiones por parte del gobierno de Perú, que se
describen en esta nota.1 Se trata de la sentencia de fondo en el Caso Casti-
llo Petruzzi y otros,2 y de la sentencia sobre reparaciones en el Caso
Loayza Tamayo.3 Ambas se refieren a demandas presentadas por la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos en contra de dicho Estado,
a propósito de violaciones a varios artículos de la Convención Americana
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1 Esta es, sin duda, una cuestión relevante para el sistema interamericano de protección de los
derechos humanos. El presente artículo sirve al propósito de presentar el tema de manera descriptiva,
ofreciendo una relación de los hechos y las decisiones correspondientes, así como la transcripción de
disposiciones en la medida conveniente para la comprensión del tema que se analiza. Me atengo a los
planteamientos del Estado y de la Corte, según han sido expresados por éstos. Evito apreciaciones o
juicios adicionales y expongo el tema, naturalmente polémico, de manera respetuosa para el Estado
peruano y para la Corte. Confío en que el paso del tiempo y la reflexión acerca de esta materia contri-
buirán a resolver los problemas que hoy oscurecen el horizonte. No hay duda —esto lo subrayo—
sobre la necesidad de que todos los Estados americanos ratifiquen la Convención Americana sobre
Derechos Humanos y acepten la competencia contenciosa de la Corte. No es conveniente ni deseable
que el estatuto del ser humano carezca de uniformidad en nuestro continente. Así se hizo ver en el
Seminario “El sistema interamericano de protección de los derechos humanos en el umbral del siglo
XXI”, promovido por la Corte Interamericana y realizado en San José, Costa Rica, los días 25 y 26 de
noviembre de 1999.

2 Sentencia dictada el 30 de mayo de 1999. El 4 de septiembre de 1998 se había emitido sen-
tencia sobre las excepciones preliminares opuestas por el gobierno. A este respecto, cfr. García Ramí-
rez, “Algunos criterios recientes de la jurisdicción interamericana de derechos humanos”, Cuestiones
constitucionales. Revista Mexicana de Derecho Constitucional, núm. 1, julio-diciembre de 1999, pp.
123 y ss. (publicado en esta obra, pp. 315-350).

3 Sentencia dictada el 27 de noviembre de 1998. Sobre dicha resolución, cfr. igualmente mi
artículo “Algunos criterios...”, cit. en nota 1. En este caso, la sentencia sobre excepciones prelimina-
res se dictó el 21 de enero de 1996, y la relativa al fondo, el 17 de septiembre de 1997.
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sobre Derechos Humanos. Como se sabe, la Corte Interamericana está fa-
cultada para resolver las controversias que surjan a propósito de la Con-
vención, sea que la demanda provenga de un Estado, sea que proceda de
la citada Comisión. Esto último ocurrió en los asuntos que nos ocupan,
como en todos los restantes examinados por la Corte en el desempeño de
su jurisdicción contenciosa.

El Caso Loayza Tamayo concierne a la ciudadana peruana María Ele-
na Loayza Tamayo. En la sentencia de fondo previa, la Corte consideró
que se habían violado, en agravio de dicha persona, los derechos a la li-
bertad y a la integridad personales, así como las garantías judiciales con-
tenidas en la Convención; igualmente, consideró que se había violado, en
su agravio, el principio penal ne bis in idem, que impide el doble juzga-
miento por los mismos hechos,4 y dispuso que se pusiera en libertad a la
señora Loayza y se cubriera una indemnización a ésta y a sus familiares,
resarciéndoles además los gastos efectuados ante las autoridades peruanas
con motivo del correspondiente proceso. El gobierno peruano liberó a la
señora Loayza.

El Caso Castillo Petruzzi se relaciona con cuatro ciudadanos chilenos
procesados y condenados en Perú por la justicia militar como responsa-
bles del delito de traición a la patria, que constituye una forma agravada
de terrorismo. En la respectiva sentencia de fondo, la Corte estimó viola-
dos, en agravio de las cuatro personas, el derecho a la libertad, el princi-
pio penal de legalidad, diversas garantías judiciales5 y el derecho a la in-
tegridad personal. Igualmente, la Corte estimó vulneradas las normas de
la Convención que ordenan a los Estados Parte en ésta respetar los dere-
chos y libertades de los individuos sujetos a su jurisdicción6 y adoptar las
medidas necesarias para ese efecto, en el caso de que tales derechos y
libertades no se hallaren debidamente garantizados.7 En este punto, como
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4 En la Convención Americana, este principio aparece en el artículo 8.1, que dispone: “El inculpa-
do absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos”.

5 Así, derecho a ser juzgado por juez natural y competente, a elegir abogado y disponer de
condiciones adecuadas para el ejercicio de la defensa, a interrogar testigos, a recurrir del fallo ante un
tribunal superior imparcial, a la publicidad del proceso, y a contar con un recurso sencillo y rápido
para el amparo de los derechos fundamentales (en la especie, el habeas corpus).

6 El artículo 1.1 de la Convención Americana, vinculante para los Estados que ratificaron este
ordenamiento internacional, señala que dichos Estados “se comprometen a respetar los derechos y
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a
su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones
políticas o de cualquiera otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cual-
quier otra condición social”.

7 El artículo 2o. de la Convención Americana ordena: “Si el ejercicio de los derechos y liber-
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en el conjunto de la resolución, se actualizó un antiguo tema que ha des-
pertado intensos debates: los límites del Estado en el ejercicio de su dere-
cho —inobjetable— de autodefensa.8

En virtud de todo lo anterior, la Corte declaró la invalidez del proceso
seguido en contra de los ciudadanos chilenos, por haberse desarrollado ante
autoridad incompetente,9 ordenó que se garantizara a aquéllos un nuevo jui-
cio con la plena observancia del debido proceso legal10 dispuso que el Estado
adoptara las medidas necesarias para reformar las normas internas violato-
rias de la Convención11 y resolvió el pago, por parte del gobierno, de los
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tades mencionados en el Artículo 1o. no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de
otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos consti-
tucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que
fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. Anteriormente la Corte Interame-
ricana estableció una norma consuetudinaria del derecho internacional, prescribe que el Estado que
celebra un convenio de esta naturaleza “debe introducir en su derecho interno las modificaciones
necesarias para asegurar la ejecución de las obligaciones asumidas. Esta norma aparece como válida
universalmente y ha sido calificada por la jurisprudencia como un principio evidente (“principe allant
de soi” : Echange des populations grecques et turques, avis consultatif, 1925, CPJI, serie B, núm. 10,
p. 20”). Caso Garrido y Baigorria, Reparaciones (artículo 63.1 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos), Sentencia del 27 de agosto de 1998, párr. 68.

8 Al respecto, cfr. las observaciones de Karl Loewenstein acerca del dilema en el que se halla
el Estado democrático entre el uso de “fuego contra fuego” y la preservación de sus “verdades funda-
mentales democráticas”. Cfr. Teoría de la Constitución, 2a. ed., Barcelona, Ariel, reimp., 1979, p. 405.
Asimismo, cfr. el expresivo alegato de Kelsen en torno al “estado de necesidad” que enfrenta el poder
público, en Teoría del Estado, trad. de Luis Legaz Lacambra, México, Ed. Nacional, 1954, p. 206.

9 Se consideró que la justicia militar tiene carácter funcional, es decir, se ha establecido para
entender de asuntos concernientes a la función militar, y por ello es inaplicable a civiles que carecen
de funciones militares. Caso Castillo Petruzzi y otros, Sentencia del 30 de mayo de 1999, párr. 128.
Asimismo, la Corte entendió “que los tribunales militares que han juzgado a las supuestas víctimas
por los delitos de traición a la patria no satisfacen los requerimientos inherentes a las garantías de
independencia e imparcialidad establecidas por el artículo 8.1 de la Convención Americana, como
elementos esenciales del debido proceso legal”. Ibidem, párr. 132. Además, la Corte señaló que el
enjuiciamiento por jueces “sin rostro”, como los que actuaron en este caso, impide al procesado cono-
cer la identidad del juzgador y valorar su competencia. Ibidem, párr. 133.

10 En el capítulo considerativo de la sentencia de fondo, la Corte advirtió: “Si los actos en que
se sostiene la sentencia están afectados por vicios graves, que los privan de la eficacia que debieran
tener en condiciones normales, la sentencia no subsistirá. Carecerá de su soporte necesario: un proce-
so realizado conforme a Derecho...”. Sentencia del 30 de mayo de 1999, cit., párr. 219. Prosiguió:
“Tal circunstancia motiva la invalidez del proceso y también priva de validez a la sentencia, que no
reúne las condiciones para que subsista y produzca los efectos que regularmente trae consigo un acto
de esta naturaleza. Corresponde al Estado, en su caso, llevar a cabo —en un plazo razonable— un
nuevo enjuiciamiento que satisfaga ab initio las exigencias del debido proceso legal, realizado ante el
juez natural (jurisdicción ordinaria) y con plenas garantías de audiencia y defensa para los inculpa-
dos”. Párr. 221.

11 Los ordenamientos cuestionados, por establecer un régimen procesal incompatible con la
Convención Americana, son los Decretos-Leyes Núms. 25.475 y 25.659, expedidos en el marco de
la lucha contra el terrorismo. La Corte sostuvo que “está más allá de toda duda que el Estado tiene el 
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gastos y costas del presente caso. La sentencia no ordenó la liberación de
los inculpados,12 ni dispuso el pago de una indemnización a éstos.13

II. POSICIÓN DEL ESTADO

Tras la notificación de las resoluciones de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos mencionadas en el apartado precedente —especial-
mente la relativa al Caso Castillo Petruzzi—, el gobierno de Perú resolvió
retirar su reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte Inte-
ramericana. Este acto no abarcó o implicó la denuncia de la Convención
misma y repercutió en la posición del Perú con respecto a otros asuntos
contenciosos planteados ante el tribunal internacional, lo cual motivó, a
su turno, dos resoluciones de la Corte que se examinan en este artículo.

Por lo que toca a la posición oficial peruana,14 el Consejo Supremo de
Justicia Militar declaró “inejecutable” la decisión del órgano judicial inte-
ramericano.15 Otro tanto ocurrió en lo que atañe a la sentencia de repara-
ciones del Caso Loayza Tamayo.16

En lo que respecta al primer asunto mencionado se esgrimieron los
siguientes argumentos17 que aquí expongo sintéticamente: a) el fallo
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derecho y el deber de garantizar su propia seguridad. Tampoco puede discutirse que toda la
sociedad padece por las infracciones a su orden jurídico”; pero el ejercicio de ese derecho no justifica
procedimientos que se aparten de las disposiciones contenidas en la Convención Americana. Cfr.
Sentencia del 30 de mayo de 1999, cit., párrs. 204, 205 y 207.

12 Sobre este punto, previno expresamente: “La Corte no se pronuncia sobre la libertad provi-
sional de (los ciudadanos chilenos sentenciados por traición a la patria), porque entiende que la adop-
ción de dicha medida precautoria corresponde al tribunal nacional competente”. Sentencia del 30 de
mayo de 1999, cit., párr. 221 in fine.

13 Como se dijo, la decisión corresponde a gastos y costas, en los siguientes términos: la Corte
“ordena al Estado pagar una suma de US$10,000.00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de Amé-
rica), o su equivalente en moneda nacional peruana, a los familiares de los (ciudadanos chilenos sen-
tenciados, cuyos nombres recoge la sentencia), que acrediten haber hecho las erogaciones correspon-
dientes a los gastos y las costas con ocasión del presente caso”. Sentencia del 30 de mayo, cit., punto
resolutivo 15.

14 Aquí sólo mencionaré los más importantes actos oficiales del Estado. Omito aludir a otros
pronunciamientos, como discursos, entrevistas, debates, comparecencias, etcétera, que contribuyen al
conocimiento de la reacción ante las sentencias de la Corte Interamericana, pero carecen de eficacia
como definiciones oficiales del Estado peruano.

15 Se trata de una resolución de Sala Plena del Consejo Supremo de Justicia Militar, adoptada
el 11 de junio de 1999 y publicada en El Peruano el 12 del mismo mes.

16 En este caso, la sentencia proviene de la Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema
de Justicia y fue dictada el 14 de junio de 1999.

17 Constan en la exposición presentada a la Secretaría General de la OEA por la Representaci-
ón Permanente del Perú ante la Organización de los Estados Americanos el 1 de julio de 1999. En esta
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de la Corte de invalidar y ordenar la modificación de normas domésticas
constitucionales y legales, lo cual desborda la competencia del tribunal
internacional; b) en caso de que se iniciara un nuevo proceso contra
los sentenciados, sería necesario aplicar las mismas normas que orde-
nan el juzgamiento en el fuero militar, lo cual conduciría a una nueva
anulación de los procesos y a la liberación de aquéllos; c) si esto acon-
teciera, se establecería un funesto precedente, porque otros terroristas
podrían obtener un nuevo juicio y alcanzar, eventualmente, su libera-
ción; d) ningún tribunal internacional puede ordenar a los congresistas
el sentido que deban dar a su voto en un proceso legislativo; e) el fallo
de la Corte es definitivo e inapelable, y por ello sería estéril cualquier
solicitud de aclaración o modificación de la sentencia; f) se ha incurri-
do en contradicciones entre la sentencia del Caso Loayza Tamayo y la
correspondiente a Castillo Petruzzi y otros;18 y g) la Corte Interameri-
cana no ha respetado la garantía del debido proceso en agravio del Es-
tado peruano.19
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exposición, Perú se refiere a la lucha que ha debido librar en contra del terrorismo (específicamente,
el relativo a las organizaciones conocidas como Sendero Luminoso y Movimiento Revolucionario
Tupac Amaru (MRTA), así como a diversos acuerdos o pronunciamientos recientes que incluyen
condenas al terrorismo, entendido como violación de derechos y libertades esenciales de los indivi-
duos y atentado contra la democracia. Así, la I Conferencia Especializada Interamericana sobre Te-
rrorismo (Lima, 1996), la II Conferencia Interamericana Especializada sobre Terrorismo (Mar del
Plata, 1998) y el Plan de Acción de la Cumbre de las Américas (Miami, 1994).

18 En la materia que aquí interesa, es importante el antecedente constituido por la sentencia so-
bre reparaciones del Caso El Amparo, en el que la Corte se abstuvo de pronunciarse, en abstracto,
sobre la compatibilidad del Código de Justicia Militar de Venezuela y la Convención Americana.
Cfr. Caso El Amparo, Reparaciones (artículo 63.1 Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos), Sentencia del 14 de septiembre de 1996. Serie C, Núm. 28, párr. 60; en contra, hubo voto
particular del juez Antonio Cançado Trindade, cfr. el voto en ibidem, párrs. 1 y ss. El gobierno de
Perú destacó que en el Caso Genie Lacayo, también resuelto por la Corte Interamericana, ésta
reconoció no tener competencia para confrontar el derecho interno con la Convención y entendió
que los tribunales militares no afectan, per se, la Convención Americana. Hubo voto particular
disidente del juez Cançado Trindade con respecto a la resolución de la Corte —del 13 de septiem-
bre de 1997— relativa a la solicitud de revisión de la sentencia dictada en ese caso el 29 de enero
de 1997. La contradicción apreciada por el gobierno peruano, a la que se alude en el texto de este
artículo, consiste en que en el Caso Loayza Tamayo se concedió valor a la sentencia dictada en el
fuero militar, como se advierte en CorteIDH Caso Loayza Tamayo, Sentencia del 17 de septiem-
bre de 1997. Serie C, Núm. 33, párrs. 76 y 77; el voto concurrente conjunto de los jueces Cançado
Trindade y Oliver Jackman señaló que los tribunales militares como el que conoció del juicio
seguido a la señora Loayza Tamayo, “no alcanzan los estándares de las garantías de inde-
pendencia e imparcialidad requeridos por el artículo 8.1 de la Convención Americana, como ele-
mento esencial del debido proceso legal”. Ibidem, p. 59.

19 Esta afirmación se apoya en la idea de que la Corte permitió que la demanda abarcase extre-
mos no comprendidos en el informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, elaborado
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Otros argumentos, en menor número, condujeron a sostener la ineje-
cutabilidad de la sentencia de reparaciones en el Caso Loayza Tamayo.20

Aquí, la resolución del tribunal peruano considera inejecutable la senten-
cia de la Corte Interamericana en cuanto la facultad de “supervisión del
cumplimiento” de ésta, dispuesta por la propia Corte, “conforma una
competencia que no le ha sido asignada por los instrumentos de que es
signataria la República del Perú”; y porque el fallo acerca de la indemni-
zación compensatoria se dictó sin haberse agotado los recursos previstos
en la jurisdicción interna.21

La decisión del Estado peruano se formalizó a través de diversos ac-
tos: a) dictamen del Ministerio de Justicia sobre el retiro de Perú de la
jurisdicción de la Corte Interamericana, del 2 de julio de 1999;22 b) acuer-
do del Consejo de Ministros, del 5 de julio de 1999, que sometió a la
Consideración del Congreso un proyecto para el retiro, por parte de
Perú, de la competencia de la Corte Interamericana; c) Resolución Le-
gislativa Núm. 27152, del 8 de julio, que aprobó dicho retiro;23 d) decla-
ratoria en este sentido del Ministro de Relaciones Exteriores, el mismo 8
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bajo el artículo 50 de la Convención; se pronunció sobre puntos no planteados por dicha Comisión,
argumentando, para hacerlo, la aplicación del principio iura novit curia; y abarcó en su sentencia
pretensiones manifestadas por la Comisión en sus alegatos finales, no en la demanda.

20 El gobierno cuestiona la orden de modificar los Decretos-Leyes 25475 y 25659 con el fin de
adecuarlos a la Convención, sin que la Corte posea competencia para ello y yendo más allá de lo
previsto en la sentencia de fondo; y el otorgamiento de indemnización a familiares de la señora Loay-
za Tamayo, a pesar de que no comparecieron en ninguna etapa del procedimiento. Asimismo, el Esta-
do se refiere al parecer de la Corte en relación con la aplicabilidad del fuero militar.

21 El agotamiento de los recursos disponibles ante la jurisdicción interna, necesario antes de
someter el caso a las instancias internacionales (salvo las excepciones previstas por la Convención
Americana, generalmente aceptados en el derecho internacional), es un tema regular de la fase proce-
sal de excepciones preliminares, anterior a las sentencias sobre el fondo del asunto y acerca de las
correspondientes reparaciones. Se recoge en los artículos 46.1.a) de la Convención y 37 del Regla-
mento de la Comisión Interamericana.

22 En este documento figuran diversos puntos relevantes para la posición del Estado, entre
ellos: a) “La adhesión del Estado Peruano a la competencia de la Corte Interamericana fue un acto
unilateral y soberano. El retiro de tal reconocimiento, en consecuencia, es igualmente un acto unilate-
ral y soberano”; b) este retiro no implica denuncia de la Convención Americana: se trata de “actos
internacionales de manifestación de voluntad de los Estados diferentes, con caracteres completamente
distintos”; y c) el retiro tendrá efectos desde el momento en que se deposite el instrumento respectivo
en la Secretaría General de la OEA e implica que a partir de ese momento “ningún asunto peruano
puede llegar a conocimiento de la Corte Interamericana, y que dicha Corte no puede tampoco conocer
aquellos casos en que presentada la demanda ante la Corte Interamericana no haya sido contestada
por Perú en razón de no haberse establecido la litis”.

23 El artículo único de la Resolución Legislativa dispone: “Aprobar el retiro, con efecto inme-
diato, del reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos”.
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de julio;24 e) depósito por parte del gobierno de Perú, en la Secretaría Ge-
neral de la Organización de los Estados Americanos, el 9 de julio, de un
instrumento fechado el 8 de ese mes, mediante el cual “declara que, de
acuerdo con la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Repú-
blica del Perú retira la Declaración de reconocimiento de la cláusula fa-
cultativa de sometimiento a la competencia contenciosa de la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos, hecha en su oportunidad por el
gobierno peruano”, y especifica que este retiro “producirá efecto inme-
diato y se aplicará a todos los casos en que el Perú no hubiese contestado
la demanda incoada ante la Corte”; y f) notificación de la Secretaría de la
OEA a la Corte, mediante nota del 16 de julio, recibida en la Secretaría
del tribunal el 27 de ese mes.

A raíz de estos acuerdos y declaraciones, el gobierno de Perú hizo
saber a la Corte que —en su concepto— este tribunal carecía de jurisdic-
ción sobre dos asuntos planteados ante aquélla mediante demandas de la
Comisión Interamericana, a saber: el Caso Baruch Ivcher Bronstein,25 en
el que la demanda se presentó a la Corte el 31 de marzo de 1999 y con
respecto al cual el Estado había nombrado agente y agente alterno, y soli-
citado plazo para designar juez ad hoc;26 y el caso Tribunal Constitucio-
nal,27 en el que la demanda se sometió el 2 de julio.28
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24 La Declaratoria alude al retiro de la Declaración de reconocimiento de la cláusula facultativa
y añade: “Este retiro del reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana
producirá efecto inmediato y se aplicará a todos los casos en que el Perú no hubiese contestado la
demanda incoada ante la Corte”.

25 Este caso se refiere —en los términos de la demanda respectiva— al indebido retiro por parte
del gobierno de Perú de la nacionalidad de este país a una persona de origen israelí, el señor Baruch
Ivcher Bronstein. El interesado era propietario de acciones de una empresa operadora del canal 2 de
televisión peruana, que había difundido —señala la propia demanda— denuncias sobre torturas y
otros hechos relacionados con agentes de aquel gobierno. La legislación nacional dispone que sólo
los nacionales peruanos pueden ser propietarios de acciones en empresas concesionarias de canales
de televisión.

26 Se envió la demanda al Estado el 12 de mayo de 1999 y fue recibida por aquél el 14 de dicho
mes; la designación de agentes se hizo el 8 de junio, y la solicitud de ampliación de plazo para desig-
nar juez ad hoc se formuló el 11 de junio.

27 Este caso, iniciado con denuncia sometida por veintisiete congresistas peruanos a la Comisión
Interamericana, se refiere —según la demanda correspondiente— a la indebida destitución por parte del
Congreso de la República del Perú de los señores Delia Revoredo Marsano de Mur, Manuel Aguirre
Roca y Guillermo Rey Terry de sus cargos como magistrados del Tribunal Constitucional del Perú. La
destitución obedeció —sostiene la demanda— a que los mencionados juzgadores se pronunciaron en fa-
vor de la “inaplicación” de la Ley 26657, promulgada el 23 de agosto de 1999, que habilitaba al presiden-
te de Perú para acceder a una segunda reelección, en contra de lo previsto por el artículo 112 de la Consti-
tución, que limita el mandato presidencial a dos periodos de cinco años consecutivos.

28 En esa fecha se recibió la demanda, por vía facsimilar, en la Secretaría de la Corte. El 9 de
julio se recibió la demanda original, con sus anexos. La tramitación del caso se inició el 12 de dicho mes.
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La misión diplomática de Perú en Costa Rica informó a la Corte, me-
diante comparecencia del 16 de julio y entrega de documento fechado el
15 de ese mes, en lo que toca al caso TC, y comparecencia del 4 de agos-
to y entrega de nota del 2 de agosto, en lo que respecta al caso Ivcher, que
la Corte ya no tenía competencia para conocer de esos litigios. Por ello,
los agentes diplomáticos devolvieron los paquetes que contenían los do-
cumentos relativos a tales casos, que la Secretaría de la Corte había remi-
tido al Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú.29

El retiro del reconocimiento de Perú de la competencia contenciosa
de la Corte generó numerosas reacciones de distinta naturaleza. Otro tan-
to ocurrió a propósito de la devolución de los documentos referentes a los
casos Ivcher y Corte Constitucional. Desde luego, la Comisión Interame-
ricana —demandante en estos casos— hizo llegar sus observaciones a la
Corte.30 Ésta recibió, igualmente, escritos de diversas personas, a título de
expertos o amici curiae,31 y tuvo conocimiento —hasta el 20 de septiem-
bre— de numerosas opiniones de juristas, barras de abogados, asociacio-
nes civiles, organismos internacionales, etcétera.32 En algunas de estas
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29 El 9 de agosto, el Estado envió nota en la que se informa que ha quedado sin efectos la
designación de agente y agente alterno para el caso Ivcher, conforme a Resolución Suprema del 3 de
agosto.

30 En observaciones contenidas en escritos diferentes para cada uno de estos casos, ambos de
fecha 10 de septiembre, la Comisión Interamericana expuso sus consideraciones sobre la posición del
gobierno peruano y solicitó a la Corte declarar que la devolución de los documentos hecha por los
agentes de aquél carecía de efectos legales, así como proseguir en el ejercicio de sus atribuciones
jurisdiccionales y proveer lo necesario para la continuación de los procedimientos.

31 En este sentido, las siguientes personas: Curtis Francis Doebler (abogado, Estados Unidos),
Juan Antonio Carrillo Salcedo y Ana Salado Osuna (catedráticos, Facultad de Derecho de la Univer-
sidad de Sevilla), Ariel E. Dulitzky (International Human Rights Law Group), Samuel Abad Y., Da-
niel Soria, Roberto Pereira, Pier Paolo Marzo y Susana Klien (exponen la posición de la Defensoría
del Pueblo de Perú, según comunicación del Defensor del Pueblo, Jorge Santistevan de Noriega) y
Alberto Borea Odría (abogado, Perú). Los autores de estos artículos expresaron su opinión adversa a
la eficacia del retiro del reconocimiento formulado por el gobierno peruano.

32 No es posible mencionarlos todos; entre ellos figuran las opiniones de: Federación Interame-
ricana de Abogados (Resoluciones de la XXXV Conferencia de la FIA, México, junio de 1999), Co-
misión Andina de Juristas, Conferencia Episcopal Peruana, Unión Europea, Ilustre Colegio de Abo-
gados de Lima, Corte Europea de Derechos Humanos y Subcomisión de Promoción y Protección de
los Derechos Humanos de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas (que en su 51o.
periodo de sesiones, agosto de 1999, manifestó: “Consciente de que el Gobierno del Perú ha tratado
de retirarse de la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.... 8. Insta al Gobier-
no del Perú a seguir aceptando la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”).
Estas opiniones son desfavorables al retiro del reconocimiento, sea que le nieguen validez, sea que
deploren la decisión adoptada por el Estado. En otro sentido, cfr. el parecer del doctor Héctor Gross
Espiell, en el artículo “Competencia y obligaciones”, El Comercio, Lima (8 de agosto), quien señala:
“El reconocimiento de (la) competencia (contenciosa de la Corte) puede retirarse o modificarse en
todo momento por un acto unilateral, discrecional y soberano...”.
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comunicaciones se observa el problema que surge en relación con normas
de la legislación peruana —la Constitución misma y otros ordenamien-
tos—, que garantizan el acceso de los individuos a la jurisdicción interna-
cional33 y obligan al cumplimiento puntual de las sentencias dictadas por
ésta.34

III. SENTENCIA DE LA CORTE SOBRE SU COMPETENCIA

EN LOS CASOS CUESTIONADOS

Los hechos referidos determinaron que la Corte Interamericana exa-
minase sus atribuciones para el conocimiento de los Casos Ivcher y TC,
cuyos procedimientos se hallaban en marcha, conforme a la Convención
Americana, y en los que se había cuestionado su competencia. Esto no
aconteció en lo que atañe a otros asuntos relativos al Estado peruano, que
había contestado las demandas respectivas antes de la fecha de retiro del
reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte, es decir, los
Casos Durand y Ugarte35 y Cesti Hurtado.36 Conforme a lo previsto en el
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33 En este sentido, el artículo 205 de la Constitución de 1993, previene: “Agotada la jurisdic-
ción interna, quien se considere lesionado en los derechos que la Constitución reconoce puede recu-
rrir a los tribunales u organismos internacionales constituidos según tratados o convenios de los que
el que Perú es parte”.

34 El artículo 40 de la Ley 23506, sobre habeas corpus y amparo, indica: “La resolución del
organismo internacional a cuya jurisdicción obligatoria se halle sometido el Estado peruano, no re-
quiere para su validez y eficacia de reconocimiento, revisión ni examen previo alguno. La Corte Su-
prema de Justicia de la República recepcionará las resoluciones emitidas por el organismo internacio-
nal, y dispondrá su ejecución y cumplimiento de conformidad con las normas y procedimientos
internos vigentes sobre ejecución de sentencias”. Por otra parte, el Decreto Supremo 017-93-JUS,
texto único ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dispone: “Las sentencias expedidas por
los tribunales internacionales, constituidos según los tratados de que es parte el Perú, son transcritas
por el Ministerio de Relaciones Exteriores al Presidente de la Corte Suprema, quien las remite a la
Sala en que se agotó la jurisdicción interna y dispone la ejecución de la sentencia supranacional por
el Juez Especializado o Mixto competente”.

35 La demanda de la Comisión Interamericana se presentó el 8 de agosto de 1996; la contes-
tación fue presentada el 26 de noviembre siguiente. Se trata de dos personas, detenidas y procesadas
por terrorismo, que se hallaban en el penal peruano de El Frontón (Centro de Reahabilitación Social
de San Juan Bautista, localizado en una isla frente al puerto del Callao) cuando se suscitó en éste un
motín, el 18 de junio de 1986. En esta oportunidad la Marina peruana se hizo cargo del penal y, por
ende, de la “delegación” del motín. Como consecuencia de esto, hubo un gran número de muertos
entre los reclusos. Antes de tomar conocimiento del Caso Durand y Ugarte, la Corte conoció del Caso
Neira Alegría y otros, relacionado con los mismos hechos, en el que se dictó sentencia condenatoria
del Estado peruano el 19 de enero de 1995.

36 La Comisión Interamericana presentó demanda en este caso el 9 de enero de 1998; subsana-
da la falta de algunos documentos enumerados en la relación de pruebas, se notificó al Estado el 22
de dicho mes, y fue contestada por éste el 29 de mayo. En la especie, se trata de un militar retirado, a
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acto mismo del retiro de reconocimiento por parte del Estado, no se obje-
tó la capacidad procesal de la Corte para entender de los casos justicia-
bles en que el Estado había contestado la demanda antes del retiro.

En el capítulo de hechos de las sentencias sobre competencia relati-
vas a ambos casos, adoptadas por la Corte Interamericana el 24 de sep-
tiembre de 1999,37 aquélla refirió los puntos sobresalientes en la tramita-
ción de estos asuntos e hizo ver que había asumido formalmente el
conocimiento del Caso Ivcher Bronstein, en el ejercicio de su competen-
cia, el 31 de marzo de 1999, fecha en que recibió la demanda correspon-
diente;38 otro tanto señaló con respecto al Caso Tribunal Constitucional:
en éste, asumió el conocimiento con fecha 2 de julio de 1999.

En la porción relativa a derecho, la Corte se planteó ante todo, como
es natural, la pregunta sobre la instancia llamada a resolver acerca de la
competencia de la Corte para el conocimiento del tema central del inci-
dente y de las sentencias, es decir, la llamada competénce de la compe-
ténce o Kompetenz-Kompetenz. A este respecto, el tribunal internacional
destacó que es prerrogativa de la propia Corte, en los términos del artícu-
lo 62.3 de la Convención Americana,39 resolver sobre cualquier caso rela-
tivo a la interpretación y aplicación de este ordenamiento del derecho de
gentes. Obviamente, el punto de la competencia de la Corte, el retiro del
reconocimiento y la devolución de los expedientes son temas vinculados
con aquella facultad.

Sobre este punto, la Corte observó que los instrumentos de acepta-
ción de la cláusula facultativa de la jurisdicción obligatoria “presuponen
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quien juzgó la justicia militar peruana por su probable responsabilidad en delitos de carácter patrimo-
nial contra la Hacienda militar, en connivencia con oficiales en servicio activo. Un aspecto central del
asunto, además de la idoneidad de la justicia militar para llevar el proceso correspondiente, es el
desconocimiento de una resolución de habeas corpus emitida en favor del señor Cesti Hurtado, que
fue desatendida por las autoridades del fuero militar. La sentencia de fondo en este caso se dictó el 1
de octubre de 1999.

37 Estas resoluciones se adoptaron durante el XLV periodo ordinario de sesiones de la Corte
(San José, 16 de septiembre a 2 de octubre de 1999). Las sentencias fueron adoptadas por unanimidad
de los jueces participantes en la decisión de este punto de competencia: Antonio Cançado Trindade,
Máximo Pacheco Gómez, Oliver Jackman, Alirio Abreu Burelli, Sergio García Ramírez y Carlos Vi-
cente de Roux. Se excusó de participar el juez Hernán Salgado Pesantes.

38 La Corte señaló que la presentación de la demanda había satisfecho las condiciones previstas
en los artículos 48, 50 y 51 de la Convención y 32 del Reglamento de la Corte.

39 Esta disposición establece que la “Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso
relativo a la interpretación y aplicación de las disposiciones de (la) Convención (Americana) que le
sea sometido, siempre que los Estados Partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha compe-
tencia, ora por declaración especial..., ora por convención especial”.
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la admisión, por los Estados que la presentan, del derecho de la Corte a
resolver cualquier controversia relativa a su jurisdicción”; dicha compe-
tencia no puede condicionarse por hechos distintos a las actuaciones del
tribunal; la Corte es “maestra de su jurisdicción”;40 al interpretar el trata-
do conforme a su objeto y fin, “la Corte debe actuar de tal manera que se
preserve la integridad del mecanismo previsto en el artículo 62.1 de la
Convención”, que no se puede subordinar a restricciones “súbitamente
agregadas por los Estados demandados”, y la aceptación de la competen-
cia constituye una “cláusula pétrea”,41 que no admite más limitaciones
que las expresamente señaladas en el artículo 62.1 de la Convención.42

Se añade en este punto que los Estados Parte deben garantizar “el
cumplimiento de las disposiciones convencionales y sus efectos propios
(effet utile)43 en el plano de sus respectivos derechos internos”, principio
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40 Obviamente, la palabra maestra —traducida literalmente del francés— se utiliza en su acep-
ción de árbitro, soberano, dueño. En cuanto a la “competencia de la competencia” o, como también se
dice, “jurisdicción de la jurisdicción” (jurisdiction as to the jurisdiction), “el principio fundamental
de Derecho internacional que regula esta materia es el que previene que un tribunal internacional es
maestro de su propia jurisdicción (master of his own jurisdition). —Actualmente es un principio esta-
blecido del Derecho internacional que todo tribunal internacional tiene jurisdicción para determinar
su propia jurisdicción (compétence de la compétence), y esta determinación adquiere fuerza de res
judicata”. Rosenne, Shabtai, The Law and Practice of the International Court, 2nd. revised edition,
Dordrecht, Martinus Nijhoff Publishers, 2985, pp. 438 y 439.

41 Caso Ivcher Bronstein, Competencia, Sentencia del 24 de septiembre de 1999 (en lo sucesi-
vo, Ichver), párr. 34; y Caso Tribunal Constitucional, Competencia, Sentencia del 24 de septiembre
de 1999 (en adelante, TC), párr. 35. El concepto de cláusula pétrea, empleado en esta disciplina, se ha
explorado en el derecho constitucional. Se habla de “petrificación” o de “contenidos pétreos” en una
doble dimensión: “a) cuando una constitución define expresamente que tales o cuales contenidos de
ella no podrán ser suprimidos, sustituidos o alterados; b) cuando guarda silencio pero, interpretando
contextualmente su sentido, es suficientemente fundado afirmar que un plexo de principios, valores,
fines y razones históricas también abroquela a determinados contenidos frente a reformas futuras, de
manera implícita”. Bidart Campos, Germán J., El derecho de la Constitución y su fuerza normativa,
Buenos Aires, EDIAR, 1995, p. 274.

42 Este inciso señala que “todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instru-
mento de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que
reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte
sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención”. El inciso 2 señala
que “la declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, por un
plazo determinado o para casos específicos...”.  Sobre el inciso 3, véase supra, nota 39.

43 Este principio, en la formulación de Gerald Fitzmaurice, implica que “los tratados han de
interpretarse atendiendo a su objeto y a sus fines declarados o manifiestos y cada disposición ha
de interpretarse de modo que se les dé toda la fuerza y todo el efecto compatibles con el sentido
normal de las palabras y con otras partes del texto, y de suerte que a cada parte del texto se le pueda
atribuir una razón de ser y un sentido”. Monroy Cabra, Marco Gerardo, Derecho de los tratados,
Bogotá, Colombia, Ed. Temis Librería, 1978, p. 127.
    La regla fundamental para la interpretación de los tratados se halla en el artículo 31 de la Conven-
ción de Viena sobre Derecho de los Tratados, de 1968: “buena fe, conforme al sentido corriente que
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que se aplica tanto a las disposiciones sustantivas de los convenios como
a sus normas procesales, “tal como la referente a la cláusula de acepta-
ción de la competencia contenciosa del Tribunal”.44

En las sentencias se previene sobre la interpretación de los tratados
internacionales, y al respecto se acoge al artículo 31, inciso 1, de la Con-
vención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, en el que se
indica que un “tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al senti-
do corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contex-
to de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin”. Sobre esta base, la Corte
Interamericana analiza tanto el régimen del reconocimiento como las ca-
racterísticas de los tratados de derechos humanos.

La Convención Americana no contiene ninguna norma que faculte a
los Estados a retirar su declaración de aceptación de la competencia obli-
gatoria de la Corte; por otra parte, el instrumento de aceptación de dicha
competencia por parte de Perú, del 21 de enero de 1981, tampoco prevé
esa posibilidad.45 En consecuencia —y siempre bajo la fórmula de la bue-
na fe y la atención al objeto y fin del tratado— la Corte llega a la conclu-
sión de que un Estado Parte sólo puede desvincularse de sus obligaciones
convencionales en los términos previstos en la Convención; para ello la
única vía disponible es “la denuncia del tratado como un todo”, cuyos
efectos se producirían al cabo de un año, conforme al artículo 78.46
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haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y
fin”. Todo ello —dice la doctrina— “permite estar a una interpretación de los términos que produzca
un ‘efecto útil’”; este criterio se incluye implícitamente como parte de la regla general. González
Campos, Julio D. et al., Curso de derecho internacional público, 5a. ed., Madrid, Universidad Com-
plutense de Madrid, 1992, p. 267.

44 Las sentencias de la Corte Interamericana citan: European Commission of Human Rights,
Applications Núm. 15299/89, 15300/89 and 15318/89, Chrysostomos et alii v. Turkey (1991), Deci-
sions and Reports. Strasbourg, C. E. (1991), vol. 68, pp. 216-253.

45 En la parte de hechos relativos a la materia de competencia, la Corte hizo notar que Perú “es
Estado Parte en la Convención desde el 28 de julio de 1978. En su instrumento de ratificación de la
Convención, el Gobierno señaló que ésta había sido aprobada por Decreto Ley Núm. 22231 del 11 de
julio de 1978 y que la tenía como Ley del Estado ‘comprometiendo para su observancia el honor de la
República. El 21 de enero de 1981, por su parte, el Perú aceptó la competencia contenciosa de la Corte
en los siguientes términos: ‘De acuerdo con lo prescrito en el parágrafo 1o. del Artículo 62 de la Con-
vención antes mencionada, el Gobierno del Perú declara que reconoce como obligatoria de pleno dere-
cho y sin convención especial, la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos so-
bre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención. Este reconocimiento
de competencia se hace por plazo indeterminado y bajo condición de reciprocidad”. Ivcher, párr. 30,
y TC, párr. 29.

46 Ivcher, párr. 40, y TC, párr. 39.
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En el análisis de los puntos que suscita la interpretación de la Con-
vención Americana, las sentencias Ivcher y TC destacan que ésta no pue-
de ser interpretada en forma que alguna de sus disposiciones permita al
Estado Parte suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades re-
conocidos en el tratado o limitarlos en mayor medida que la prevista por
éste (artículo 29, a). Eso sucedería si un Estado retirase su reconocimien-
to como se pretende —dicen las sentencias— en el presente caso: “iría en
contra de su objeto y propósito como tratado de derechos humanos, y pri-
varía a todos los beneficiarios de la Convención de la garantía adicional
de protección de tales derechos por medio de la actuación de su órgano
jurisdiccional”.47

Ofrece especial interés la reflexión de la Corte sobre la naturaleza de
los tratados de derechos humanos y las consecuencias que de aquí se des-
prenden, ciertamente diversas, en algunos extremos, de las que corres-
ponden a convenciones de otro carácter, en las que se formalizan dere-
chos y deberes entre Estados contratantes, atentos a los recíprocos
intereses de éstos. Los tratados de aquella especie, en cambio, instituyen
un orden diverso, comprometido con valores comunes superiores, que no
sólo produce efectos entre los Estados suscriptores, sino también abarca y
beneficia a todos los individuos, tanto frente a sus Estados como ante los
otros Estados contratantes. Estas convenciones crean y sostienen verdade-
ras garantías colectivas.48 Las ideas sostenidas por la Corte en esta mate-
ria coinciden con las sustentadas, de tiempo atrás, por diversos órganos
internacionales, que la sentencia invoca.49

Las sentencias analizan en seguida la aceptación de la competencia
contenciosa de la Corte Interamericana, en el funcionamiento del “meca-
nismo de protección” consagrado por la Convención. Sostienen que cuan-
do un Estado se somete a la correspondiente cláusula facultativa queda
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47 Ivcher, párr. 41, y TC, párr. 40.
48 Textualmente, la Corte señala: “La Convención Americana, así como los demás tratados de

derechos humanos, se inspiran en valores comunes superiores (centrados en la protección del ser hu-
mano), están dotados de mecanismos específicos de supervisión, se aplican de conformidad con la
noción de garantía colectiva, consagran obligaciones de carácter estrictamente objetivo, y tienen una
naturaleza especial, que los diferencian de los demás tratados, los cuales reglamentan intereses recíprocos
entre los Estados Partes y son aplicados por éstos, con todas las consecuencias jurídicas que de ahí deri-
van en los ordenamientos jurídicos internacional e interno”. Ivcher, párr. 42, y TC, párr. 41.

49 Cfr. European Commission of Human Rights, Decision as to the Admisibility of Application
Núm. 788/60, Austria vs. Italy case, Yearbook of the European Convention on Human Rights, The
Hague, M. Nijhoff, 1961, p. 140; Eur. Court H. R., Ireland vs. United Kingdom case, Judgement of
18 January 1978, Serie A, Núm. 25, p. 90, párr. 239; y Eur. Court H. R., Soering Case, Decision of 29
January 1989, Serie A, Núm. 161, párr. 87.
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“vinculado a la integridad de la Convención, y comprometido por com-
pleto con la garantía de protección internacional de los derechos humanos
consagrada” en aquélla. El Estado sólo puede sustraerse —según se dijo
antes— “mediante la denuncia del tratado como un todo”.50

En este orden de consideraciones, las sentencias rechazan la posibilidad
de aplicar a los casos que ahora nos ocupan la solución aportada por una
“práctica estatal permisiva” bajo el artículo 36.2 del Estatuto de la Corte
Internacional de Justicia. Aquí se recoge la doctrina anteriormente señala-
da acerca de la naturaleza de los tratados de derechos humanos —con su
consecuente influencia sobre los actos relacionados con ellos: así, la ope-
ración de la cláusula facultativa—, y se reitera el deslinde frente a los
casos de controversia puramente interestatal encomendados a la Corte In-
ternacional de Justicia. Esta diferencia ha sido apreciada por la Corte Eu-
ropea de Derechos Humanos en relación con la cláusula facultativa de su
propia jurisdicción obligatoria.51

Se ha sostenido, desde una posición diversa a la asumida por la Corte,
que el Estado dispone de la facultad de retirar libremente el reconoci-
miento de la competencia del tribunal, mediante un acto unilateral y sobe-
rano, del mismo modo que con un acto de esta misma naturaleza se some-
tió anteriormente a esa competencia. En la consideración de este asunto,
las sentencias distinguen entre el

acto jurídico unilateral efectuado en el contexto de las relaciones puramen-
te interestatales (v.g., reconocimiento, promesa, protesta, renuncia), que se
completa por sí mismo de forma autónoma (y) un acto jurídico unilateral
efectuado en el marco del derecho convencional, como la aceptación de
una cláusula facultativa de la jurisdicción obligatoria de un tribunal inter-
nacional. Dicha aceptación se encuentra determinada y condicionada por el
propio tratado y, en particular, por la realización de su objeto y propósito.52

De nueva cuenta se sostiene que el Estado sólo podría denunciar el
tratado en su conjunto, a no ser que este mismo disponga otra cosa, lo que
no ocurre en la hipótesis de la Convención Americana.
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50 Ivcher, párr. 46, y TC, párr. 45.
51 Artículo 46 de la Convención Europea, anteriormente a la entrada en vigor, el 1 de noviem-

bre de 1998, del protocolo XI. Cfr. la tesis de este tribunal en Eur. Court H. R., Case of Loizidou vs.
Turkey (Preliminary Objections), Judgement of 23 March 1995, Serie A, Núm. 310, p. 25, párrs. 68,
82 y 84.

52 Ivcher, párr. 49, y TC, párr. 48.
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Finalmente, las sentencias abordan otro asunto relevante dentro del
retiro de reconocimiento formulado por Perú: el efecto inmediato de di-
cho retiro, que antes mencioné. Evidentemente, si la Corte no reconoce la
posibilidad del retiro —sino sólo de la denuncia del tratado—, únicamen-
te de manera incidental podría ocuparse en un punto que supondría una
solución favorable al tema mismo del retiro. Por ello, las sentencias utili-
zan aquí un lenguaje cauteloso: “Aun en la hipótesis de que fuera posible
tal ‘retiro’ —hipótesis rechazada por esta Corte—, no podría éste de
modo alguno producir ‘efectos inmediatos’”.53

En efecto, el plazo de preaviso de doce meses instituido por el artícu-
lo 56.2 de la Convención de Viena “tiene el propósito de proteger los in-
tereses de las otras Partes en el tratado”. La obligación internacional con-
traída por una declaración unilateral tiene, no obstante, carácter
vinculante: “el Estado queda sujeto a ‘seguir una línea de conducta con-
sistente con su declaración’, y los demás Estados Partes están habilitados
para exigir que sea cumplida”.54 Los efectos de las declaraciones unilate-
rales con duración indefinida no pueden cesar inmediatamente, a discre-
ción del Estado. La Corte Internacional de Justicia ha sostenido que la
“exigencia de buena fe parece imponer que se debería aplicar a ellas por
analogía el tratamiento previsto por el derecho de los tratados, que re-
quiere un plazo razonable para el retiro o la denuncia de tratados que no
contienen disposición alguna sobre la duración de su validez”.55

Al cabo de estas consideraciones y razonamientos, la Corte —en
cumplimiento de la misión jurisdiccional que le compete, como pieza
esencial del sistema interamericano de protección de los derechos huma-
nos— sostuvo su competencia para conocer los Casos Ivcher y TC, y se-
ñaló que es inadmisible el “pretendido retiro” con efectos inmediatos, de
la declaración de reconocimiento de la competencia contenciosa de la
Corte Interamericana por parte del Estado. Consecuentemente, dispuso
continuar con el conocimiento y la tramitación de ambos asuntos conten-
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53 Ivcher, párr. 52, y TC, párr. 51.
54 Ivcher y TC, idem. Coincide con el criterio sustentado por la Corte Internacional de Justicia,

que recoge la sentencia de la Corte Interamericana. Cfr. ICJ, Nuclear Tests case (Australia vs. Fran-
ce), Judgement of 20 Decembre 1974, ICJ Reports (1974), p. 268, párr. 46; e ICJ, Nuclear Tests case
(New Zealand vs. France), Judgement of December 1974, ICJ Reports (1974), p. 473 y 267, párrs. 49
y 43, respectivamente.

55 Ivcher, párr. 53, y TC, párr. 52. Cfr. ICJ, Case Concerning Military and Paramilitary Activi-
ties in against Nicaragua (Jurisdiction of the Court and Admissibility of Application- Nicaragua vs.
United States, Judgement of. 26 November 1984), ICJ Reports (1984), p. 420. párr. 63, y cfr. p. 418,
párrs. 59 y 60.
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ciosos, notificar las sentencias a las partes y comisionar a su presidente
para convocar a éstas a las respectivas audiencias sobre el fondo de los
casos. Notificado el gobierno del Perú, su Embajada en Costa Rica devol-
vió las resoluciones de la Corte y sus respectivos anexos el 27 de sep-
tiembre de 1999.56

A todo lo anterior conviene agregar las novedades derivadas del co-
nocimiento que tuvo la Corte sobre actos del Estado peruano en los Casos
Loayza Tamayo, Castillo Petruzzi y Cesti Hurtado, que culminó en diver-
sas resoluciones judiciales al final de noviembre de 1999. En los dos pri-
meros casos mencionados, el tribunal se pronunció sobre el cumplimiento
de las sentencias respectivas, al que se había rehusado el gobierno del
Perú. En ambos utilizó la misma fórmula resolutiva: “Declarar que, de
acuerdo con el principio básico pacta sunt servanda, y de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 68.1 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, el Estado tiene el deber de dar pronto cumplimiento”
a las sentencias del 27 de noviembre de 1998, referente al Caso Loayza
Tamayo,57 y del 30 de mayo de 1999, correspondiente al Caso Castillo
Petruzzi.58

En el Caso Cesti Hurtado, al que también me he referido en este tra-
bajo, el Estado dispuso la libertad de la víctima, pero no el cumplimiento
de otros extremos de la resolución, y solicitó a la Corte una interpretación de
la sentencia de fondo.59 La Corte declaró que “la demanda de interpreta-
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56 En la nota de devolución (5-9-N/84, la Embajada —que actúa en el caso “por instrucciones
del Gobierno peruano”— reitera la decisión de su país sobre el retiro del reconocimiento de la com-
petencia contenciosa de la Corte y menciona los efectos que atribuye a este retiro en relación con
todos los casos en que el Perú no hubiese contestado la demanda incoada ante la Corte. Igualmente, la
nota recuerda que el gobierno ha dejado sin efectos las designaciones de agentes para intervenir en
este caso. Cfr. supra, nota 29.

57 Resolución del 17 de noviembre de 1999, en el Caso Loayza Tamayo, cumplimiento de sen-
tencia, res. 1. En los considerandos se invocan argumentos vinculados con el carácter definitivo e
inatacable de las resoluciones de la Corte (artículo 67 de la Convención); el compromiso de los Esta-
dos Parte en la Convención de cumplir las decisiones de la Corte (artículo 68.1); el hecho de que
“esta obligación corresponde a un principio básico del derecho de la responsabilidad internacional del
Estado”, respaldado por la jurisprudencia internacional; y la improcedencia de que un Estado invoque
disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado (artículo 27
de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969; finalmente se observa: “Que,
en virtud del carácter definitivo e inapelable de las sentencias de la Corte, éstas deben ser prontamen-
te cumplidas por el Estado en forma íntegra”. Ibidem, cons. 5-9.

58 Resolución del 17 de noviembre de 1999, en el Caso Castillo Petruzzi y otros, cumplimiento
de sentencia, res. 1.
    Los considerandos invocan las mismas razones aducidas por la Corte en la resolución del caso
Loayza Tamayo, correspondiente a este tema. Ibidem, cons. 2-6.

59 Así, por escrito del 13 de octubre de 1999, en el que manifiesta que el artículo 58.4 del Re-
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ción sometida por el Estado peruano no suspende la ejecución de la sen-
tencia del 29 de septiembre de 1999 dictada por la Corte Interamericana
de Derechos Humanos”.60
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glamento de la Corte, que prohíbe la suspensión de la ejecución de una sentencia no resultaba aplica-
ble al caso en estudio, en la medida en que el Estado solicitó, en ese mismo escrito, la interpretación
y aclaración de aquélla, que tienen que ver con aspectos relativos a su ejecución.

60 El fundamento de la decisión se halla, primordialmente, en el artículo 58 del Reglamento de
la Corte y en la consideración de que “la naturaleza del proceso ante un tribunal de derechos humanos
hace que las partes no puedan separarse de determinadas reglas procesales, pues las mismas tienen el
carácter de orden público procesal”, como afirmó la Corte en la sentencia del 2 de febrero de 1996,
dictada en el Caso Garrido y Baigorria. Resolución del 19 de noviembre de 1999, en el Caso Cesti
Hurtado, solicitud de interpretación de la sentencia del 29 de septiembre de 1999, considerandos 2 y
3. El tribunal consideró pertinente convocar al Estado y a la Comisión Interamericana a una audiencia
pública sobre la solicitud de interpretación de la sentencia, formulada por aquél. El mismo 19 de
noviembre, la Corte dispuso medidas provisionales (conducentes a proteger la vida e integridad física
y psíquica del señor Cesti Hurtado y varios familiares de éste).
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